PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de:

LEY

Artículo 1: Modifícanse los artículos  2, 4, 5, 7, 8, 9, 14, 17 y 24 de la Ley 10.592 – Régimen Jurídico Básico e Integral para las personal discapacitadas-, los que quedaran redactados de la siguiente forma:


Artículo 2.- A los efectos de la presente ley, se considerará que, dentro de la experiencia de la salud, una discapacidad es toda restricción o ausencia -debida a una deficiencia- de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para el ser humano. 

                 Se encontraran comprendidos dentro de este régimen todas aquellas personas que han sido trasplantadas.-


Artículo 4.- El Estado provincial brindará a los discapacitados, en la medida en que éstos, las personas de quienes dependan o los organismos de obra social a los que pertenezcan no posean los medios necesarios para procurárselos, los siguientes servicios, beneficios y prestaciones destinados a eliminar factores limitantes:

 

a) a) Medios de recuperación y rehabilitación integral para lograr el   desarrollo de sus capacidades.

 

b) b) Formación educacional, laboral y/o profesional.

 

c) c) Sistemas de préstamos, subsidios, subvenciones y becas, destinados   a facilitar la actividad laboral, intelectual y el desenvolvimiento social, fomentando la prioridad de los discapacitados en las líneas crediticias tendientes a cubrir las necesidades básicas contempladas en la presente ley.

 

d) d) Regímenes diferenciales de seguridad social. Regimenes específicos de jubilaciones y pensiones, subsidios especiales para personas con discapacidad y sus familias.

e) e) Sistemas de seguros laborales por medio de los organismos con que cuente la Provincia, tendientes a facilitar la ubicación de las personas discapacitadas en empleos del área pública o privada.

 

f) f) Orientación y promoción individual, familiar y social. 

 

g) g) Facilidades para la utilización del transporte público, a la comunicación e información, a los servicios gubernamentales por vía electrónica, ayuda técnicas y apoyos tecnológicos económicamente accesibles.
h) h) Eliminación de barreras arquitectónicas en los lugares de uso público.

 

i) i) Promoción de la investigación y desarrollo de la tecnología específica con el objeto de permitir la inserción de la persona discapacitada en los más altos niveles de la vida moderna.

j) j) Los medios necesarios para que puedan acceder a la información que facilite la toma de decisiones.

Artículo 5.- Créase el Consejo Provincial para las personas discapacitadas, que será el órgano encargado de asesorar al Poder Ejecutivo en el ejercicio de sus facultades privativas, y en especial:

 

a) a) Proponer los lineamientos de las políticas de promoción específicas, así como sugerir la planificación de las mismas.

 

b) b) Colaborar en la tarea de coordinación, aportando todo tipo de propuestas.

 

c) c) Participar activamente en las tareas de fiscalización y control de las instituciones privadas.

 

Estará presidido por el señor gobernador de la Provincia o el funcionario que el mismo designe -con jerarquía no inferior a la de subsecretario-, e integrado por los representantes de los organismos oficiales que tengan competencia en la materia, según lo prescripto en la  presente ley, y seis (6) miembros, uno (1) por cada una de las instituciones privadas de segundo grado, de y para discapacitados, sin fines de lucro, con personería jurídica reconocida en la provincia de Buenos Aires, los cuales serán designados por el Poder Ejecutivo a propuesta de las entidades que representen a: 

 

a) a) Discapacitados viscerales.

 

b) b) Discapacitados mentales.

 

c) c) Discapacitados neurolocomotores.

 

d) d) Discapacitados sensoriales auditivos.

 

e) e) Discapacitados sensoriales visuales.

f) f) Pacientes trasplantados.

Artículo 7.- El Ministerio de Desarrollo Humano prestará a los discapacitados, en la medida en que éstos o las personas de quienes dependan no posean los medios necesarios para procurárselos, los siguientes beneficios y servicios asistenciales:

a) a) Medios de rehabilitación e integración sociales, desarrollando al máximo sus capacidades.

 

b) b) Sistemas de préstamos, subsidios, subvenciones y becas destinados a facilitar la actividad laboral y el desenvolvimiento social de las personas discapacitadas.

 

c) c) Suministrar, a través de la acción social directa e individual, aquellos elementos que requiera la persona discapacitada para suplir o atenuar su discapacidad, de acuerdo con la reglamentación.

 

d) d) Instrumentar regímenes diferenciales de seguridad social.

 

e) e) Prestar asistencia técnica y financiera a las municipalidades y a las entidades privadas sin fines de lucro que instrumenten los programas elaborados por el Ministerio.

A esos efectos, asimismo, promoverá, coordinará y supervisará a los entes mencionados que orienten sus actividades en favor de la integración social, la asistencia social, los deportes, el turismo y todo lo concerniente al pleno desarrollo de las personas discapacitadas.

 

f) f) Apoyar la creación de toda instancia protegida de producción y, en particular, los Talleres Protegidos de Producción, teniendo a su cargo la habilitación, registro y supervisión de los mismos, de acuerdo con la reglamentación.

 

g) g) Promover la creación de Centros de Día, prestando asistencia técnica y financiera, así como normatizar la habilitación, registro y supervisión de los mismos, dentro del marco reglamentario dispuesto por dicho Ministerio.

 

h) h) Apoyar la creación de hogares para personas discapacitadas a cuyo grupo familiar le resulte imposible hacerse cargo de su atención. Serán tenidas en cuenta a tal efecto las instituciones municipales y privadas sin fines de lucro.

 

i) i) Normalizar y fiscalizar el funcionamiento de los hogares municipales y privados.

 

j) j) Promover el desarrollo de otros programas que brinden asistencia social a la persona discapacitada y su núcleo familiar, concientizando a la comunidad para lograr su integración y participación en la misma, a través de acciones que tiendan a la orientación y promoción individual, familiar y social del discapacitado.

 

k) k) Desarrollar planes estatales en materia de prevención y asistencia y seguridad social, y dirigir la investigación en el área de la discapacidad.

 

l) l) Llevar un registro de las personas discapacitadas detectadas en el ámbito de su competencia.

 

ll)  ll) Estimular, a través de los medios de comunicación, el uso efectivo de los recursos y servicios existentes en el área social, así como propender al desarrollo del sentido de la solidaridad social en esta materia.

 

 m)  m) Coadyuvar con los otros organismos con competencia atribuida por la                   presente ley a proceder en la planificación de acciones en materia de prevención primaria. 

Artículo 8.- (Texto Según Ley 12.469) El Estado provincial, sus organismos descentralizados, empresas del Estado, municipalidades, entidades de Derecho Público no Estatales creadas por ley y empresas privadas subsidiadas por el Estado, deberán ocupar a personas discapacitadas que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en una proporción no inferior al cuatro (4) por ciento de la totalidad de su personal,  sean éstos de planta permanente, temporaria, transitoria y/o personal contratado, con las modalidades que fija la reglamentación.

Artículo 9.- El desempeño de tareas en todos los casos mencionados en el artículo precedente se hará previo dictamen y certificación médica expedida por los organismos a que hace referencia el artículo 3.

                El Ministerio de Desarrollo Humano, a través de la Subsecretaría de Trabajo, será el organismo que entenderá en el contralor, asesoramiento y fiscalización atinentes a lo dispuesto en el artículo 8.

Artículo 14.- (Texto según Ley 11.134) El Ministerio de Desarrollo Humano promoverá la creación de cooperativas y otras formas de producción que permitan la incorporación de discapacitados al mercado laboral competitivo, en las áreas urbanas y rural. El Estado provincial dará prioridad al efectuar sus compras para el funcionamiento y mantenimiento de sus organismos, a la producción de referencia en todos los casos de igual o inferior costo.

Artículo 17.- Los empleadores de personas discapacitadas, podrán imputar como pago a cuenta del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, el equivalente al CINCUENTA POR CIENTO (50%) de las remuneraciones nominales que perciban aquellas.

Dicha deducción se efectuará en oportunidad de practicarse las liquidaciones a que se refieren los artículo 181 de la Ley 10.397. En ningún caso, el monto a deducir sobrepasará el importe del impuesto determinado para el período que se liquida, ni tampoco originará saldos a favor del contribuyente.

Quedan excluidas en esta norma las personas discapacitadas que realicen trabajos a domicilio.

Artículo 24.- (Texto según Ley 13.110) Todo edificio de uso público, sea su propiedad pública o privada, existente o a proyectarse en el futuro deberá ser completa y fácilmente accesible a personas con movilidad reducida, contemplando no sólo el ingreso al mismo, sino también, el uso de los espacios comunes y de circulación interna e instalación de servicios sanitarios, que posibiliten la vida de relación de dichas personas.

La accesibilidad al edificio deberá contemplar además la existencia de estacionamientos reservados y señalizados para vehículos que transporten a personas con movilidad reducida, cercanos a accesos al interior del edificio, que carezcan de barreras arquitectónicas.

Asimismo, los espacios de circulación horizontal deberán permitir el desplazamiento y maniobra de dichas personas al igual que la comunicación vertical que deberá permitirlo mediante elementos constructivos o mecánicos.

Los edificios destinados a espectáculos artísticos y deportivos deberán tener zonas reservadas, señalizadas y adaptadas al uso por personas con sillas de ruedas ostentando un símbolo indicativo de tal hecho, cuando garanticen plenamente las condiciones de accesibilidad.

Los edificios destinados a viviendas colectivas deberán contar con un itinerario practicable por las personas con movilidad reducida que comunique la edificación con la vía pública y con las dependencias de uso común.

En las viviendas colectivas existentes a la fecha de la presente ley, deberán desarrollarse condiciones de adaptabilidad y practicabilidad en los grados y plazos que establezca la reglamentación.

Las instalaciones edilicias que cuenten con sistemas de alarma deberán adoptar mecanismos o dispositivos que permitan, en caso de ser activados, su percepción por parte de personas con capacidades sensoriales diferentes, tanto auditivas como visuales. 

En toda obra nueva de pavimentación será obligatoria la construcción, con carácter de obra complementaria de cordones accesibles que faciliten a las personas discapacitadas el ascenso y descenso de las aceras en los lugares destinados al cruce peatonal.

La reglamentación indicará las características de las obligaciones establecidas, responsabilidad de los entes ejecutores, públicos o privados, y de las reparticiones fiscalizadoras.

Artículo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
F U N D A M E N T O S
Acostumbramos a pensar la discapacidad como una condición en si misma. 

Sin embargo, la discapacidad es una condición relacional, un producto en el cual una limitación funcional, en cualquier áerea del funcionamiento humano, queda sancionada por la sociedad como una desviación  de escaso valor social. Para que una sociedad sancione como discapacidad  a una limitación funcional esta tiene que ser minoritaria y presentarse en un área valorada dentro de la cultura donde el individuo viva. Todos, sin duda, tenemos limitaciones funcionales, pero no todas estas limitaciones funcionales representan   una desventaja social, ni son minoritarias.

En ese marco resulta paradójico que los pacientes trasplantados no estén incorporados en el régimen legal que en nuestra Provincia regula los derechos de las personas con capacidades diferentes, ya que la definición propia de un trasplante - procedimiento quirúrgico mediante el cual se extrae un órgano o tejido de un individuo para ser implantado en otro de la misma especie u otra diferente – no deja dudas al respecto.

El objetivo de esta iniciativa es justamente incorporar a las personas trasplantadas en forma explícita al sistema. 

La mejora tiene sustento en las estadísticas que proporciona el Centro Único Coordinador de Ablación e Implante de la Provincia de Buenos Aires (CUCAIBA), las que muestran claramente el número de trasplantes según órgano y tejido realizados en el Sistema Provincial de Salud en el año 2005: corazón 24 pacientes, corazón en block 1 paciente, córneas 403 pacientes, hígado 94 pacientes, hepatorrenal 2 pacientes, médula ósea alogeneico 34 pacientes, médula ósea antólogo 71 pacientes, pulmón 10 pacientes, riñón 261 pacientes, renopancreático 1, dando un total de 901 pacientes trasplantados. Es dable aclarar que tipos de trasplantes se realizan en la actualidad en nuestro país, de órganos: corazón, pulmón, hígado, riñón y páncreas; de tejidos: córneas, piel, huesos, válvulas y médula.

Es mas que considerable la cantidad de personas que son trasplantadas en la Provincia, las cuales como ya mencionara se encuentran sin una protección jurídica adecuada a su problemática.

El proyecto también propone actualizar varias normas de la ley 10592. La  información es un derecho innegable de cada ciudadano, es por ello que considero oportuno que el Estado brinde los medios necesarios para puedan acceder a la información que facilite la toma decisiones (art. 4, inc j.).
El acceso a la salud es un Derecho Humano innegable y que abarca no  solo la prevención y atención del enfermo,  sino también su potencial sanación, posterior seguimiento y cuidado mediante el suministro de los medios idóneos para ello.

